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ACTA Nº 46-06

Sesión celebrada el 12 de Diciembre de 2006.

Sesión ordinaria Nº 46-06 celebrada por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, a las diecisiete horas del día doce de diciembre del año dos mil seis, en las oficinas centrales en Zapote, con la asistencia de los siguientes directivos: 

Lic. Marco. Castro Alvarado

  

Presidente

Dra. Alejandra Castro Bonilla   


Vicepresidenta

Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero

Prosecretario 

Licda. Luz María Bolaños Arias
 

Vocal I 

Lic. Miguel Román Díaz 
   


Vocal II

Licda. Cruz María Calvo Cuadra


Vocal III

Lic. José Daniel Alvarado Bonilla


Vocal IV      

Dra. Érika Hernández Sandoval


Fiscal

AUSENTES CON JUSTIFICACIÓN:

MSc. Gustavo Solís Vega


   
Secretario

Lic. Adolfo Durán Abarca

   

Tesorero 

Lic. Wilfred Arce Salas




Vocal V

FUNCIONARIOS ASISTENTES:

Lic. José Luis Meneses Rímola  


Director Ejecutivo

Licda. Nayuribes Ramírez J.      
  

Secretaria de Actas

Lic. Guillermo Silesky Mata 


Auditor Interno

Licda. Natalia Rudín Castro


 Asesora Legal

ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN
El Lic. Marco Castro Alvarado, comprobado el quórum de ley, da inicio a la sesión ordinaria Nº 46-06, con la presencia de los siguientes señores directivos:

Dra. Alejandra Castro Bonilla   


Vicepresidenta

Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero

Prosecretario 

Licda. Luz María Bolaños Arias
 

Vocal I 

Lic. Miguel Román Díaz 
   


Vocal II

Licda. Cruz María Calvo Cuadra


Vocal III

Lic. José Daniel Alvarado Bonilla


Vocal IV      

Dra. Érika Hernández Sandoval


Fiscal
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA

El Lic. Marco Castro Alvarado  somete a consideración de los señores directivos el siguiente orden del día:

1.-  Comprobación de quórum e inicio de sesión

2.-  Aprobación de Agenda Presidencia

3.- Lectura y Aprobación del Acta No. 45-2006

4.- Correspondencia

5.- Audiencia Proyecto de recertificación- MSc. Rosaura Matarrita
6.-  Audiencia Señor Jimen Chan- Gráfica- circumplejo
7.-  Informe breve del Director Ejecutivo- Lic. José Luis Meneses

8.-  Informes breves de los señores Directivos

Asuntos Breves de Fiscalía.

SE ACUERDA: 

 2006-46-001: Aprobar el anterior orden del día presentado por el Lic. Marco Castro Alvarado. 
Ocho votos
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACIÓN DEL ACTA 45-06.

4.1.  Se da lectura del acta Nº 45-06 celebrada el 05 de diciembre del 2006, con las modificaciones realizadas por los señores directivos.

SE ACUERDA: 

 2006-46-002: Aprobar el acta Nº 45-06 celebrada el 05 de diciembre del 2006, con las modificaciones realizadas por los señores directivos.
Ocho votos
La Dra. Érika Hernández Sandoval propone revisión del  siguiente expediente de fiscalía, el cual se conoció en la sesión 45-06, y que generó el siguiente acuerdo:
“100. Expediente Nº: 287-05.

Denunciada: Lic. Lauro Velásquez de León,

Denunciante: Guido Salazar Torres.


 SE ACUERDA: 

 2006-45-108: Declarar SIN LUGAR el recurso de revocatoria incoado por la denunciada en contra del acuerdo 2006-36-063 de la Sesión 36-2006 celebrada el veintiséis de setiembre del dos mil seis, el que se mantiene incólume. Se da por agotada la vía administrativa.

Ocho votos”

Indica la Dra. Érika Hernández Sandoval que por un error en el fondo de la recomendación de fiscalía, se consignó erróneamente el acuerdo. Por lo tanto, expone el caso nuevamente y la recomendación correspondiente.
Expediente: 287-05.

Denunciada: Lic. Lauro Velásquez de León,

Denunciante: Guido Salazar Torres.


Recurso de revocatoria y nulidad concomitante interpuesto por el denunciado Lauro Velásquez de León contra el acuerdo 2006-36-063 de la Sesión 36-2006 celebrada el veintiséis de setiembre del dos mil seis, en el cual se le suspendió por el plazo de tres meses y el rechazo de la prueba para mejor resolver.

Fundamenta su recurso el denunciado, principalmente en que el presente órgano debe reconsiderar su decisión por lo siguiente: que su caso estaba en la etapa de conciliación y que no se recibió prueba alguna y que no se dio ni un mes para hablar con el dueño de la propiedad en donde esta ubicado el lote del denunciante. Asimismo indica que se le han violentado el debido proceso, el principio de legalidad e inocencia.

Conferida la audiencia a la parte denunciante sobre el recurso y nulidad alegada, esta en el plazo concedido no hizo referencia alguna al respecto.

Revisado que han sido los autos, se estima que lleva razón el recurrente por cuanto el señalamiento que se hace, en donde se reanudan los procedimientos, no le fueron debidamente notificados al denunciado, motivo suficiente como para declarar la nulidad de todo lo actuado y resuelto a partir de ése proveído.

SE RECOMIENDA: Declarar CON LUGAR el recurso de revocatoria y nulidad concomitante alegada, anulándose todo lo actuado y resuelto a partir del auto que ordena reanudar los procedimientos. Se ordena al órgano instructor del procedimiento, reponer el trámite de la comparecencia oral y privada. E razón de lo anterior se revoca el acuerdo 2006-36-063 de la Sesión 36-2006 celebrada el veintiséis de septiembre del dos mil seis.

SE ACUERDA: 

 2006-46-003: Revocar el acuerdo número 2006-45-108, de la sesión 45-06 del 05 de diciembre del 2006, para que en su  lugar se lea: Declarar CON LUGAR el recurso de revocatoria y nulidad concomitante alegada, anulándose todo lo actuado y resuelto a partir del auto que ordena reanudar los procedimientos. Se ordena al órgano instructor del procedimiento, reponer el trámite de la comparecencia oral y privada. En razón de lo anterior se revoca el acuerdo 2006-36-063 de la Sesión 36-2006 celebrada el veintiséis de septiembre del dos mil seis.

Siete votos

EL Lic. Miguel Román Díaz se abstiene de declarar por que no estuvo presente en la sesión anterior.

El Lic. Marco Castro Alvarado propone que en vista de que ésta es la última sesión de Junta Directiva de este año, que todos los acuerdos que se tomen queden firmes.

SE ACUERDA: 

 2006-46-004: Se acoge la propuesta del Lic. Marco Castro Alvarado a fin de declarar todos los acuerdos que se tomen en ésta Junta con el carácter de firmeza.

Ocho votos.
ARTICULO 4) CORRESPONDENCIA

1- Nota suscrita por M.I. Alban Bonilla Sandí, Director Ejecutivo UNIRE, la cual se trascribe a continuación:

“UNIRE reúne en su seno a 37 universidades privadas, 22 de las cuales imparten la carrera de derecho. La población estudiantil universitaria costarricense en un 61 % estudia en universidades privadas y de este segmento el 95% pertenece a universidades afiliadas a UNIRE. Eso ha hecho que en este momento predomine la incorporación de abogados graduados de universidades privadas. UNIRE nació para elevar la calidad académica de sus afiliadas y por eso abrió la agencia de acreditación SUPRICORI, que como es de su conocimiento, fue declarada de interés público por el Estado costarricense.

En días anteriores, cuando el Colegio de Abogados decidió suscribir un convenio de cooperación con SINAES, en la Comisión Académica del Colegio se abrió la posibilidad de suscribir un convenio de condiciones similares que permitieran el desarrollo de la ciencia jurídica en el sector universitario privado. Así nos lo hizo saber la Master Rosaura Matarrita, quien tiene el texto del convenio propuesto en términos similares al suscrito entre el Colegio de Abogados y el SINAES. Sin embargo, hemos notado que esta celebración se ha ido posponiendo sin que hasta el momento se nos hayan explicado las razones.

Dado que nuestra organización mantiene el interés por suscribir este convenio, sabré apreciar que nos indiquen si hay alguna razón para posponer indefinidamente esta celebración o si no hay interés por parte del Colegio en aunar esfuerzos en el desarrollo de la ciencia jurídica costarricense.”

La Dra. Alejandra Castro Bonilla se refiere al tema y textualmente indica lo siguiente: 
“Con respecto a esta nota que se refiere a la comisión académica, de la cual ella es coordinadora, es cierto que en dicha comisión se planteó la posibilidad de buscar, vínculos con las universidades privadas y fue por iniciativa de ella, toda vez que considera que las universidades privadas tienen un papel importantísimo en el desarrollo de las ciencias jurídicas como siempre lo ha indicado. Por otra parte, indica que hace un mes informó a la Junta Directiva que había invitado a todos los rectores de las universidades privadas a incorporarse a la Comisión Académica, invitación que aceptaron con agrado los señores Mario Granados y Ricardo Guerrero. Además está incorporado por parte de las universidades públicas el Señor Rafael González Ballar, y el Señor Juan Carlos Rodríguez Cordero. Indica la Dra. Alejandra Castro Bonilla que cuando se llevó a cabo el encuentro de universidades se invitó a todos los interesados, no obstante, solo los antes indicados aceptaron. Por otra parte, manifiesta que en la Comisión Académica se comentó la suscripción del Convenio Sinaes- Colegio de Abogados, y hubo consenso de mayoría en el sentido de que Sinaes es la única entidad acreditadora creada por ley de la República y Supricori es declarada de interés público pero no ostenta la facultada acreditadora que la ley le otorga a Sinaes. Indica que Sinaes es la única que puede acreditar tanto a universidades privadas como públicas, de forma tal que Sinaes es la que ha acreditado las dos carreras en derecho que están acreditadas a nivel nacional, ambas de universidades privadas, y ninguna universidad pública tiene acreditada al día de hoy carrera de derecho ante Sinaes.

Supricori presentó un proyecto de convenio, el cual una vez analizado, la Comisión Académica consideró, que no era conveniente, en virtud de los términos en que está planteado el mismo, además indica que el proyecto presentado por Supricori no es idéntico al de Sinaes, toda vez, que Sinaes no exige traslado de recursos institucionales, como si lo solicita Supricori. 
Por otra parte, indica que el proyecto de Supricori se sigue discutiendo en la Comisión Académica, sin embargo, es posible que como el M.I. Alban Bonilla Sandí, Director Ejecutivo UNIRE, no asiste a las reuniones de la citada comisión, no se encuentre enterado, de los estudios para plantear y fortalecer vínculos con las universidades privadas y las públicas.

En otro orden de cosas indica que se ha estado analizando en la Comisión Académica un replanteamiendo de aprovechamiento del Colegio de Abogados en cuanto al Convenio de Sinaes. No obstante, externa su opinión personal en cuanto al Convenio Sinaes- Colegio de Abogados, porque considera que la suscripción del mismo es vital, debido a la facultad acreditadora que ostenta Sinaes tanto para universidades pública como privadas. “
SE ACUERDA: 

 2006-46-005: Remitir esta nota a la Comisión Académica, y que ésta comisión a su vez, remita el Proyecto del Convenio de SUPRICORI a la Junta Directiva para su conocimiento.
Acuerdo Firme.
2-  Nota suscrita por el por M.I. Alban Bonilla Sandí, Director Ejecutivo UNIRE, la cual se trascribe a continuación:

“Por resultar de interés para nuestra organización, mucho sabré apreciar que, dentro del plazo de ley, nos brinde la siguiente información, que también hemos solicitado a otros Colegios Profesionales:

a.- Cantidad total de personas incorporadas al Colegio de Abogados de Costa Rica.

b.- Cantidad de abogados incorporados graduados en derecho de universidades publicas, por años, del 2000 al 2006.

c.- Cantidad de abogados incorporados graduados en derecho de universidades privadas, por años, del 2000 al 2006.

d.- Los convenios vigentes que el Colegio de Abogados ha celebrado con otras entidades públicas y privadas.”

SE ACUERDA: 

 2006-46-006: Solicitar a la Dirección Académica que proporcione la información solicitada al M.I. Alban Bonilla Sandí, Director Ejecutivo UNIRE.
Acuerdo Firme
3- Nota suscrita por la Msc.Rosaura Matarrita Baccá,  Directora Académica y de Incorporaciones, indicando que en relación al caso de la Licda. Raquel Fernanda Zamora Marín cuya incorporación quedó sujeta a la presentación del convenio entre la Universidad de Costa Rica y Colegio de Abogados en el cual se estipula el reconocimiento del curso de F-5122 Ética Profesional Jurídica de la Universidad antes mencionada por el del Colegio informa lo siguiente:

· El 09 de junio de 1998 se firma el Convenio de Cooperación entre el Colegio de Abogados de Costa Rica y la Universidad de Costa Rica.

· En la Cláusula Segunda: Compromisos de la Universidad de Costa Rica, del mencionado convenio se establece que dentro de las posibilidades materiales y económicas el personal docente especializado de la Facultad de Derecho, participará conjuntamente con el Colegio en sus programas docentes, de investigación o de cualquier otra índole y particularmente en los cursos de actualización académica de los abogados y de ética para los egresados no incorporados al Colegio.

· En su Cláusula Quinta se estipula que la validez del convenio será por cinco años.

· Ha sido práctica de éste Colegio el aceptar los cursos de ética profesional jurídica impartidos como Curso de Servicio a la Facultad de Derecho por la Escuela de Filosofía, en virtud de un programa cooperativo Facultad de Derecho, Facultad de Letras, Escuela de Filosofía y Colegio de Abogados; como lo es en este caso en concreto.

POR TANTO:

El curso de Ética Profesional Jurídica realizado por la Licda. Raquel Fernanda Zamora Marín durante el II ciclo lectivo del 2000 es válido ya que cuando fue aprobado aún se mantenía vigente dicho convenio.
SE ACUERDA: 

 2006-46-007: Apruebar la incorporación de la Licda. Raquel Fernanda Zamora Marín, toda vez que cumple con los requisitos necesarios.
Acuerdo firme

La Dra. Alejandra Castro Bonilla razona su voto en contra de la siguiente forma: 

Indica que no coincide con la interpretación de la cláusula segunda donde indica que personal especializado de la Facultad de Derecho, participará conjuntamente con el Colegio en sus programas docentes, de investigación o de cualquier otra índole y particularmente en los cursos de actualización académica de los abogados y de ética para los egresados no incorporados al Colegio. Sin embargo, considera que se trata de un curso de ética que ofreció la Universidad de Costa Rica, y los cursos de ética que imparte una entidad académica de estudios superiores son tendentes a la formación de una persona que aspira ser licenciado en derecho. Por otra parte, el Colegio de Abogados imparte el curso de ética de cara al ejercicio de la profesión. Además indica que su criterio es que el Colegio de Abogados debe defender las potestades que tiene de impartir el curso de ética con independencia de cualquier universidad.
4- Nota suscrita por la Msc.Rosaura Matarrita Baccá Directora Académica y de Incorporaciones, donde solicita anexar dentro de la lista de incorporaciones del 18 de diciembre del 2006 a los licenciados Denis Mauricio Artavia Cordero y Guillermo Ruiz Sandoval de las Universidades de San José y Latina de Costa Rica respectivamente, ya que por un error material no fueron incluidos.

SE ACUERDA: 

 2006-46-008: Anexar dentro de la lista de incorporaciones del 18 de diciembre del 2006 a los licenciados Denis Mauricio Artavia Cordero y Guillermo Ruiz Sandoval 
Acuerdo firme.

5- Nota suscrita por la MSc. Sara Castillo Vargas, Directora Ejecutiva de la Dirección Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, donde extiende una invitación a la proyección de 30 vídeos cortos sobre derechos humanos, los cuales fueron producidos por la organización Younth for Human Rights. La actividad se realizará en el Salón de Expresidentes, Tercer piso del edificio de la Corte Suprema de Justicia, el día 14 de diciembre a las 2 PM, con ocasión a la Campaña “Mis derechos de todos los días”. 

Se toma nota de la invitación extendida por la MSc. Sara Castillo Vargas, Directora Ejecutiva de la Dirección Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia.
6- Nota Suscrita por la Licda Silvia Charpantier Brenes, Presidenta de la Comisión Permanente de Asuntos Hacendarios, con fecha de recibido 07 de diciembre del año en curso, donde solicita que el Colegio de Abogados emita un criterio, dentro de los ocho días siguientes al recibo de esta nota, sobre el proyecto denominado “Impuesto sobre el valor agregado”, expediente N° 16326, publicado en la Gaceta N° 163 de 25 de agosto de 2006. 

SE ACUERDA: 

 2006-46-009: Solicitar la colaboración al Lic. Ronald Segura Mena, integrante de la Comisión Académica, para que rinda un informe, el cual se deberá hacer llegar a la Presidencia para su estudio y análisis.
Acuerdo Firme
7- Informe AL-185-2006, suscrito por los licenciados Natalia Rudin Castro, Asesora Legal y Gerardo Jiménez Solís, Coordinador de Fiscalía. Se adjunta documento, el cual se transcribe a continuación:

“Con relación a la nota suscrita por el diputado Carlos Gutiérrez Gómez, de fecha 3 de noviembre del 2006, nos permitimos indicar lo siguiente:

CONSULTA:

Se solicita criterio en razón de que por motivo de la función legislativa de control político, se requiere en muchas ocasiones la interposición de distintas solicitudes y acciones ante órganos tanto administrativos como judiciales. En razón de lo anterior, se ha requerido la autenticación de firma de uno o más diputados  por parte de un profesional en derecho, siendo que en varias oportunidades se han negado a hacerlo aduciendo que los documentos contienen manifestaciones que podrían ser consideradas como peyorativas o agraviantes, y que quieren evitar sufrir una sanción disciplinaria.

SOBRE EL FONDO DE LA CONSULTA:


La autenticación que un profesional en Derecho realiza, se hace con el fin de acreditarle al documento el contenido del mismo y determinar que las declaraciones del suscribiente son verdaderas.


María Laura Valletta en su Diccionario Jurídico señala al respecto:

“Autenticar: Autorizar o legalizar alguna cosa. Acreditar. Dar fe de la verdad del contenido de un hecho o documento con autoridad legal. Asignarle a un documento formas, requisitos o solemnidades exigidas por ley para imputarle  presunción de validez” 


Como se desprende de lo anterior, la autenticación se realiza con el fin de que se corrobore que el documento autenticado, es la voluntad del firmante. Siendo así las cosas, no puede entenderse que dicha autenticación significa, que el abogado comparta lo plasmado en la nota que requiera su firma. Es cumplir con un requisito, para hacer valedero la manifestación del solicitante.


Revisado que fuera el Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho, no se encuentra una norma que achaque responsabilidad disciplinaria, sobre el abogado que realice una autenticación con manifestaciones realizadas por un cliente.


Por lo anterior, debe entenderse que mientras sea que la autenticación se realiza con el fin de ratificar la voluntad del suscribiente, en un documento que se remita a una instancia administrativa o judicial, no puede observarse el mismo, como una manifestación propia del abogado, sino más bien como la voluntad del cliente, acreditada con la firma de un Profesional en Derecho.


Siendo así las cosas y en procura de garantizar el derecho a la libre expresión del ciudadano, sea el mismo un diputado o un particular, no puede pensarse en responsabilizar a uno de nuestros agremiados por una situación como la expuesta.”
SE ACUERDA: 

 2006-46-010: Se aprueba el anterior informe y se encomienda a la Presidencia remitir el mismo al diputado Carlos Gutiérrez Gómez.
Acuerdo Firme.
8- Informe AL- 182-2006, suscrito por la Licda. Natalia Rudín Castro, el cual se transcribe a continuación:
SE LE SOLICITA AL LIC. GUILLERMO SILESKY MATA, AUDITOR INTERNO QUE ABANDONE LA SALA DE JUNTA, A FIN DE DISCUTIR EL SIGUIENTE INFORME.

“Con relación al oficio JD-12-1038-06 (Bis) de fecha 6 de diciembre del 2006, comunicado a esta Dirección el día 7 del mismo mes y año, donde se notifica el acuerdo de Junta Directiva número 2006-44-018, de la sesión ordinaria 44-2006 de fecha 28 de noviembre del 2006, ratificado 5 de diciembre del 2006, me permito indicar lo siguiente:

CONSULTA:


Se  encarga a la Asesoría Legal, para elabore un criterio con el fundamento jurídico, para las consultas planteadas referente al auditor interno, instructor de tenis e instructores de procedimientos (fiscales) del Colegio de Abogados. 

SOBRE EL FONDO DE LA CONSULTA:


Al existir confusión sobre el régimen salarial de los funcionarios del Colegio de Abogados de Costa Rica, a raíz de la solicitud del Auditor Interno, con el fin de que se le cancelara el porcentaje del 65% por concepto de prohibición mismo que regla la Ley General de Control Interno, es que procedimos a realizar una investigación, para determinar la forma de aplicar esta compensación. 

Lo anterior, se da en razón de que los parámetros utilizados para la fijación de sueldos del Colegio de Abogados, corresponden a salarios de mercado del sector privado, por lo que la aplicación de este tipo de medidas resultan extrañas a lo que habitualmente realiza la institución.  


La Junta Directiva solicitó realizar una consulta a la Procuraduría General de la República, Contraloría General de la República y Autoridad Presupuestaria. No obstante, y por la urgencia de tener claridad sobre el tema que nos ocupa, se pidió al Ente Contralor así como al Órgano Asesor del Estado, que nos dieran audiencia para aclarar los puntos sobre los cuales necesitábamos claridad, para proceder conforme en derecho corresponde.


Aunque las conversaciones fueron de manera informal, de la conversación sostenida tanto en la Procuraduría como en la Contraloría General de la República, podemos concluir lo siguiente:

CASO DEL AUDITOR INTERNO:


Como bien se indicó con anterioridad, la pretensión del auditor interno de la institución, es que se le aplique el 65% por concepto de prohibición previsto en la Ley General de Control Interno, sobre el salario que devenga en la actualidad. 

No obstante lo anterior, como el Colegio de Abogados a lo largo del tiempo, ha mantenido un salario único para el pago de los funcionarios de la corporación, mismo que contempla todos los rubros que se deben cancelar por concepto de la prestación del servicio, es que no podemos sobre ese salario único, aplicar el porcentaje que pretende dicho trabajador.


El transitorio IV del Reglamento a la Ley de Contra la Corrupción y Enriquecimiento Ilícito en la Función Público, expresa:

“Transitorio IV.—Asimismo tratándose de personas que reciben un salario único, a lo interno de cada entidad u órgano de la Administración Pública, deberá determinarse si en tal supuesto ya se paga algún porcentaje salarial ligado al no ejercicio liberal de la profesión. En tal caso y en la medida en que dicho porcentaje sea menor al dispuesto en la Ley, deberán realizarse los ajustes correspondientes tomando como parámetro un salario base de referencia a un puesto de naturaleza similar”. (El resaltado me pertenece)

Como se desprende de la norma citada, en caso de estar fijado un salario único, como ocurre en el Colegio de Abogados, lo que debe hacerse es realizar en el mismo un desglose para determinar si, ese salario base global, contempla un porcentaje por dicho concepto.


Lógicamente lo que se pretende es que no se realicen abusos o se otorguen beneficios salariales, que resulten desproporciónales con los demás salarios que posea una institución.


Al respecto la Contraloría General de la República en su dictamen DAGJ-2148-2005 de fecha 28 de julio del 2005, estableció:

“En cuanto al segundo aspecto, relacionado con la fórmula de cálculo para derivar el salario base sobre el cual se aplicará el 65% por concepto de prohibición en esos cargos, es nuestro criterio que lo procedente es ajustarse a lo que sobre el particular ya resolvió la Autoridad Presupuestaria mediante acuerdo firme Nº 7519 tomado en sesión extraordinaria Nº 3-2005 celebrada el 25 de mayo del 2005.

En efecto, justamente por la necesidad de contar con algún mecanismo para proceder al ajuste correspondiente en razón de que el porcentaje de prohibición no puede ser aplicado sobre el salario único –tal como se indica en los criterios que se citan en su consulta–, es que resultaba necesaria la fijación de un parámetro para hacer el respectivo cálculo.

Como bien se recoge en los considerandos del citado acuerdo, en la fijación del salario único se tomaron en cuenta los niveles de responsabilidad y naturaleza especial de éstos, partiendo de un salario base, aumentos anuales, carrera profesional y un 55% por dedicación exclusiva, rubros que conjuntamente formaron un salario global, revalorado únicamente por costo de vida.

Lo anterior determina que únicamente corresponde reconocer el ajuste de un 10%  calculado sobre un salario base de referencia, para cubrir la diferencia existente con respecto al 65% por concepto de prohibición, el cual se obtiene del desglose del salario único.” (El resaltado me pertenece)

En razón de las anteriores consideraciones, se claro que a la figura del auditor interno por las formalidades que al cargo le asisten le es aplicable la normativa referente a la Ley Nº 8292 Ley General de Control Interno, debiendo aplicarse el 65% de prohibición por los servicios que presta. No obstante, por el régimen salarial que ha venido siguiendo el Colegio, donde solo existe un salario único que contempla todos los rubros a sumar, es que no se puede aplicar ese 65%, sobre dicho monto. 

De ahí que resulta necesario hacer un desglose, tomando como salario base, un salario promedio del sector público para este tipo de profesionales y sobre ese monto aplicarle los demás pluses a los que tiene derecho, sea en este caso, anualidades, dedicación exclusiva, prohibición y carrera profesional.

Esto podría hacernos pensar que sobre el salario que se encuentra fijado en la actualidad, se contempla todos estos rubros solo que no se han desglosado como tales. Por lo que el proceder de la administración es realizar dicho desglose para entender la composición del mismo y se le ajuste el salario al profesional reclamante, conforme en derecho corresponde.

Mediante oficio AL-139-2006, se indicó que obtuvo el acuerdo 7910 de la secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, donde se plantean tres niveles distintos, para la figura del auditor y subauditor, de las instituciones públicas, mismo que corresponde al presupuesto de cada entidad. En el mismo se planteó:

“El calculo de los niveles indicados, se establece de acuerdo a los ingresos corrientes que presupuestan las instituciones, siendo que en la actualidad los rangos son los siguientes:

NIVEL I: de 0 a menos de 7.313.93 millones

NIVEL II: de 7.313.93 a menos de 51.197.51

NIVEL III: Superior a 51.197.51


En razón de lo anterior, el Colegio de Abogados se encontraría dentro del primer nivel siendo la base del salario la suma de  ¢397.150.00, más los pluses correspondientes de anualidades, prohibición y carrera profesional”.


Siendo de esta forma, se puede tomar como parámetro el monto señalado, para que con fundamento en el mismo, se realice el cálculo del resto de los pluses que le corresponderían.

CASO DEL INSTRUCTOR DE TENIS:


De la consulta realizada a los entes señalados con anterioridad, podemos concluir que en razón de la naturaleza del puesto la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, no le es aplicable a este tipo de funcionarios, debido a que los mismos no ejercen la función pública que se encuentra encomendada por ley.


Nótese que la Ley Orgánica del Colegio de Abogados de fecha 28 de octubre de 1941 establece en su artículo 1:

“Artículo 1.- El Colegio tiene por objeto:

1.- Promover el progreso de la ciencia del Derecho y sus accesorias;

2.- Cooperar con la Universidad, en cuanto ésta lo solicite o la ley lo ordene, en el desarrollo de la ciencia del Derecho y sus afines;

3.- Dar opinión en materias de su competencia, cuando fuere consultado por alguno de los Supremos Poderes;

4.- Promover y defender el decoro y realce de la profesión de abogado; 

5.- Mantener y estimular el espíritu de unión de los profesionales en Derecho; 

6.- Defender los derechos de los miembros del Colegio y hacer las gestiones que fueren necesarias para facilitar y asegurar su bienestar económico; 

7.- Gestionar o decretar, cuando fuera posible, los auxilios que se estimen necesarios para proteger a los profesionales en desgracia” 


El artículo citado, describe las funciones que por ley fueron encomendadas al Colegio de Abogados, siendo que para su aplicación se ejercería la función social que debemos cumplir en acatamiento a nuestro ordenamiento jurídico.


A la vez, la misión del Colegio expresa:

“Garantizar a la sociedad costarricense la idoneidad en el ejercicio profesional de los Abogados, tutelar sus intereses gremiales y promover el desarrollo de las ciencias jurídicas”.


Ahora bien, la Procuraduría General de la República, en su opinión jurídica OJ-015-96 del 17 de abril de 1996 estableció:

“... razón por la cual los llamados "entes públicos no estatales" adquieren particular relevancia para el Derecho Público reside en que, técnicamente, ejercen función administrativa. En ese sentido, sus cometidos y organización son semejantes a los de los entes públicos. En otras palabras, el ente público no estatal tiene naturaleza pública en virtud de las competencias que le han sido confiadas por el ordenamiento. 

El ente, a pesar de que su origen puede ser privado, sus fondos privados y responder a fines de grupo o categoría, es considerado público porque es titular de potestades administrativas; sean éstas de policía disciplinarias, normativas, etc. En ejercicio de esas potestades, el ente público no estatal emite actos administrativos. Es, en esa medida, que se considera Administración Pública" (El subrayado me pertenece)

Siendo lo anterior de esta forma, debemos entender que los entes públicos no estatales ejercen una función administrativa, a pesar de que no pertenecen al Estado, y en uso de esas potestades públicas emiten actos administrativos. 

Entendiendo lo anterior, y teniendo claro que un funcionario como el instructor de tenis, no emite actos administrativos, no podría situarse el mismo dentro de las normas de derecho público que le rigen a quienes cumplen con la función administrativa encomendada por ley.

La Sala Constitucional en su voto Nº 5483-95, indicó: 

“Sin embargo, debe quedar claro que las referidas corporaciones "...participan de la naturaleza de la Administración Pública, pero sólo en cuanto ejercen funciones administrativas..." 

A la vez en sentencia Nº 493-93 de esa misma Sala, se expresó:

“Por ello, únicamente en tal ámbito estarían sujetas los indicados bloque y principio de legalidad; fuera del mismo, actúan sin estar revestidas de potestades de imperio, vinculándose con otros sujetos sobre la base del principio de autonomía de la voluntad y dando lugar a relaciones regentadas por el Derecho Privado”. (El subrayado me pertenece)

Con fundamento en lo anterior, una función como la desempeñada por el instructor de tenis, da lugar a esas “relaciones regentadas por el Derecho Privado”, no siendo aplicable para este tipo de casos, la normativa propia del Derecho Público, al no tener una función administrativa determinada.

Por tal razón, no podemos considerar que al instructor de tenis se le pueda incluir como un funcionario público tal y cual se encuentra fijado en las normas de Derecho Público que rige nuestro ordenamiento jurídico, por lo que en principio no le es aplicable lo dispuesto en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito.

No obstante, esto no conlleva a que no se pueda regularizar y tener más control sobre este tipo de relaciones laborales, las cuales no pueden convertirse en la regla, y mucho menos generar problemas, por la falta de vigilancia en torno a las mismas.

CASO DE LOS INSTRUCTORES DE FISCALÍA:


Para el caso de los instructores de procedimiento de la Fiscalía del Colegio de Abogados, ocurre lo contrario que con el caso del instructor de tenis. 


Para este tipo de funcionarios, si es notoria la función administrativa encomendado por el Estado, y de esa forma lo ha indicado la Sala Constitucional 0789-94 de las quince horas veintisiete minutos del ocho de febrero de mil novecientos noventa y cuatro, cuando expresó:

"(...) Los Colegios Profesionales poseen fines públicos que han sido otorgados por el Estado, para cuyo cumplimiento éste dota a las corporaciones de funciones de regulación y de policía, funciones que normalmente pertenecen y son ejercidas por el mismo Estado. Dentro de las funciones administrativas desempeñadas por los citados Colegios están las de fiscalización y control respecto del correcto y eficiente ejercicio profesional, lo que lleva implícito una potestad disciplinaria sobre los Colegios, en donde la imposición de sanciones debe realizarse respetando el principio del debido proceso, garantizando al agremiado su derecho de defensa, de ser oído y de producir las pruebas que entienda pertinentes, en apego al artículo 39 constitucional. Por ello se dice que estos Colegios son titulares de potestades de imperio respecto de sus miembros, los cuales entran en una relación jurídica administrativa de sujeción especial como destinatarios de los actos administrativos, en ejercicio de aquella potestad disciplinaria, expresiva de la función administrativa que desarrolla y que dicta el Colegio profesional."  (El subrayado me pertenece)
De lo anterior se deduce que el Estado delega en los Colegios la potestad de vigilar el correcto ejercicio de la profesión, por lo que aquí se ve la clara función pública que se encomienda a este tipo de corporaciones.

Ahora bien, teniendo presente lo anterior se entiende que los órganos directores de procedimiento de la Fiscalía del Colegio de Abogados si ejercen función pública, siendo funcionarios públicos por excelencia, a los cuales las normas del Derecho Público le son aplicables en su totalidad. Por tal razón el régimen salarial de dichos trabajadores, debe ajustarse a los salarios fijados para los abogados de la Administración Pública.

Con claridad en lo señalado, y entrando al tema del 65% por concepto de prohibición, que se le cancela a estos profesionales por la prestación de sus servicios, debo indicar que mediante acuerdo de Junta Directiva Nº 3.4.1 de la sesión ordinaria Nº 47-2003 de fecha 4 de diciembre del 2005, ese Órgano Colegiado aprobó un “Reglamento para el Régimen de la Dedicación Exclusiva en la Fiscalía del Colegio de Abogados”.

Extraña el hecho de que se aprobara un reglamento para la aplicación de este Régimen, pero se esté devengando un plus diferente, sea en este caso, el de prohibición.

Para un mayor abundamiento sobre el tema y con el fin de hacer la distinción entre un régimen y otro, valga mencionar lo que la Procuraduría General de la República indicó en su dictamen C-294-2004 del 15 de octubre del 2004 cuando señaló:

“El contrato de dedicación obliga al servidor a ejercer la profesión comprometida bajo exclusividad, únicamente con la institución con quien firma el contrato. Al efecto, el numeral 9 del Decreto que rige la materia establece, claramente, la anterior afirmación al disponer: "Artículo 9º.-Una vez firmado el contrato, el servidor no podrá ejercer la profesión comprometida con dicha exclusividad, ni actividades relacionadas con esta o con su cargo, si no es con la institución con quien firmó el contrato ." 

A la vez, ese Órgano Asesor en su opinión jurídica Nº OJ-067-2005 de fecha 26 de mayo del 2005 indicó que:

“Dado que la Administración Pública se encuentra siempre compelida a obtener el mayor rendimiento de sus empleados respecto de las labores encomendadas, sobre éstos puede surgir la imposibilidad -por incompatibilidad, y en resguardo de los principios de imparcialidad e independencia de la función pública - de acumular o desempeñar varios empleos -públicos y privados- a la vez, como una consecuencia del principio de eficiencia y rendimiento que se objetiva o patentiza con la exclusividad del cargo, y se traduce en una especie de inhabilitación funcional o limitación impuesta en  relación con aquéllos en beneficio de los intereses públicos. De ahí que en términos generales la dedicación exclusiva - también conocida como “absoluta o plena” - “refiere a la que por compromiso o contrato ocupa todo el tiempo disponible, con exclusión de cualquier otro trabajo”. (Énfasis agregado).

Por otra parte, en cuanto al régimen de prohibición para el ejercicio de profesiones liberales, se ha señalado lo siguiente: 
“Es preciso recordar que, en tesis de principio, los servidores públicos tienen la libertad de poder ejercer de manera privada la profesión que ostentan, una vez cumplida la jornada laboral para la cual han sido contratados. 

No obstante, en aquellos casos en que así se justifique, la ley puede imponer la prohibición de su ejercicio liberal, con la finalidad de asegurar una dedicación integral del funcionario a las labores de su cargo público y evitar los conflictos de intereses que pudieran presentarse a raíz del desempeño simultáneo de actividades privadas, es decir, garantizar en última instancia la prevalencia del interés público y el interés institucional sobre cualquier tipo de interés privado.” (El subrayado me pertenece. Dictamen N° C-379-2005 del 7 de noviembre del 2005) 

En sentido similar al expuesto, la Sala Constitucional ha manifestado: 

"... mediante el régimen de dedicación exclusiva la Administración pretende por razones de interés público contar con un personal dedicado exclusiva y permanentemente a la función estatal que lo convierta en una fuerza de trabajo idónea y más eficiente, contrata con el funcionario de nivel profesional sus servicios exclusivos, a cambio de un plus salarial. Así, el sistema le permite al servidor calcular si el beneficio del ejercicio privado de su profesión es mayor o menor que la compensación salarial que el Estado le entrega a cambio de la prestación exclusiva de sus servicios. En consecuencia, el servidor evalúa la situación y decide voluntariamente concertar con la Administración (si a su vez ésta conviene en ello) el pago del plus salarial o continuar ejerciendo libremente su profesión. Este sistema no resulta irracional, y difiere del régimen de prohibición que por impedimento legal limita al funcionario para ejercer su profesión. En este último caso el servidor no se encuentra facultado para decidir acerca de la compensación económica, porque ésta integra el salario y es inherente a la relación de servicio. La razonabilidad del régimen de dedicación exclusiva, en la forma en que lo define la norma impugnada, resulta entonces de su naturaleza contractual o convencional, que confiere al funcionario la posibilidad de solicitarla o renunciarla según su conveniencia" (Votos 2312-95 de 9 de mayo de 1995 y 4160-95 de 28 de julio de 1995). 

Sobre la naturaleza jurídica de esa prohibición, explica el dictamen N° C-299-2005 del 19 de agosto del 2005: 

“En el ámbito del empleo público, es sabido de la existencia de impedimentos legales para el ejercicio liberal de la profesión. Cuando ello acontece y una norma legal lo autoriza, surge entonces el pago de una compensación económica, con carácter indemnizatorio, tendiente a resarcir el perjuicio económico que la prohibición origina. Esto es, que el pago por prohibición requiere de base legal, sin la cual deviene improcedente, es decir, que no solamente debe existir una norma legal que establezca la prohibición al ejercicio liberal de la profesión, sino que también, es indispensable otra disposición, de rango legal, que autorice la retribución económica, como resarcimiento al profesional por el costo de oportunidad que implica no ejercer en forma privada su profesión, a efecto de que todos sus conocimientos y energía los ponga al servicio de la entidad patronal. En ese sentido, la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia ha manifestado: “… que la prohibición para el ejercicio liberal de la profesión tiene un indudable fundamento ético, pues cuando se establece, lo que se busca es impedirle al servidor público destinar su tiempo a otras actividades, en el campo privado; dado que ello resulta inconveniente, porque puede afectar la necesaria intensidad en el ejercicio de las actividades propias de la función o bien porque puede producirse una confusión indeseable, en los intereses de uno y otro campo”. (Sala Segunda. Nº 333-1999 del 27 de octubre de 1999)/ En fin, se extrae de lo expuesto, que el pago de la compensación económica en favor de determinados servidores públicos, solamente se justifica en los casos en que la prohibición a la que estén sujetos, les irrogue un perjuicio económico, y además, que ese pago esté claramente autorizado por una norma legal.” (El subrayado me pertenece)

De lo anterior se puede deducir que a diferencia del régimen de dedicación exclusiva, en el caso de la prohibición para el ejercicio de profesiones liberales, debe existir una norma legal que la autorice, misma que limita una libertad fundamental, razón por la cual toda interpretación en torno a sus alcances debe ser de naturaleza restrictiva.


Por lo anterior, resulta confuso que el Reglamento en mención se indique que es para el otorgamiento de la dedicación exclusiva, pero en el mismo se aplique un 65% de prohibición, siendo que con fundamento en lo expuesto ese 65% estaría mal aplicado, en razón de que solo por ley puede establecerse dicho plus.


Mediante acuerdo de Junta Directiva 6.1 de la sesión ordinaria Nº 9-2004 de fecha 19 de febrero del 2004 se aprobó lo siguiente:

a.- Fijar el salario base de los abogados funcionarios de la fiscalía en la suma de doscientos once mil novecientos cincuenta colones (¢211.950.00), de acuerdo al salario devengado por un profesional cuatro de la Administración Pública.

b.- Autorizar el pago del 65% correspondiente a la dedicación exclusiva sobre la base de doscientos once mil novecientos cincuenta colones (¢211.950.00), pero únicamente para los abogados que en este momento están laborando en la fiscalía”


Como se desprende de lo anterior, el acuerdo tomado por la Junta Directiva, resultaría en improcedente, debido a que no se puede aplicar un 65% por concepto de dedicación ya que como se indicó párrafos atrás el plus que equivale a dicho porcentaje sería por el concepto de prohibición, mismo que tendría que estar fijado por ley.


A la vez es importante señalar, que el acuerdo resulta tan general, que podría pensarse que es para todos los funcionarios que laboren en dicho departamento, debido a que no se hace una distinción entre los asistentes y los órganos directores de procedimiento.

Con fundamento en lo indicado, para el reconocimiento en cuestión, es necesario, no sólo que exista una norma que prohíba al funcionario ejercer liberalmente labores propias de la profesión que requiere  el cargo que ocupa en la Administración Pública, sino también que el pago se encuentre debidamente autorizado mediante una disposición del mismo rango legal. De modo tal que, para los efectos de proceder al otorgamiento de un rubro como el de análisis, tanto la prohibición en sí, como su respectivo pago deberán tener su sustento en una ley.

Conociendo que ningún tipo de funcionarios de los que posee el Colegio (con excepción del Auditor), contamos con una norma legal que nos posibilite a disfrutar del plus salarial de prohibición, es que el mismo no puede aplicarse, pudiendo únicamente establecerse el de dedicación exclusiva, cuyo porcentaje máximo sería el de un 55%.

Ahora bien, siendo que la función pública que ejercen los funcionarios destacados en la fiscalía, amerita que sus sueldos se equiparen con los del sector público, se debe buscar un salario base, y de ahí establecer, los demás pluses que le serían aplicables, cuales serían anualidades, carrera profesional y dedicación exclusiva.

La Dirección Ejecutiva informa, que consulta que fuera el Servicio Civil, un licenciado en Derecho cae en la categoría de Profesional 2 y que el salario base actual es de ¢244.450,00.

Sobre dicho porcentaje, tendría que realizar las valoraciones correspondientes, para determinar para cada caso en específico los demás porcentajes a aplicar, siendo que todos los funcionarios en relación a la carrera profesional, se le aplicarían porcentajes distintos.

Teniendo en cuenta todos los aspectos señalados, y en vista de que se debe subsanar el error cometido en su oportunidad, por la aplicación de un plus que no corresponde (sea este el de prohibición), lo procedente es fijar el salario para cada profesional y realizar una liquidación laboral, por el tiempo que se realizó el pago en exceso, esto con el fin de enmendar el daño ocasionado y ajustarnos conforme en derecho corresponde.

CONCLUSIONES:

1.- En el caso del auditor, debe la Administración tomar de referencia un salario base del sector público y con dicho parámetro establecer los demás pluses que le correspondan, con el fin de desglosar correctamente el monto a devengar por dicho profesional, aplicando el 65% por concepto de prohibición que le corresponde, mismo que fuera citado en la Ley General de Control Interno.

2.- En el caso del instructor de tenis, al mismo no puede observársele como funcionario público tal cual lo expresa nuestro ordenamiento jurídico, esto debido a que él no ejerce la función pública otorgada por el Estado a los Colegios Profesionales. En razón de lo anterior su contratación es netamente privada, por lo que con fundamento en ese régimen, no podría aplicarse en su globalidad la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, aunque esto no limita la posibilidad de llevar un mayor control sobre la relaciones laborales pertenecientes a la institución. 

3.- En el caso de los funcionarios de fiscalía, siendo el más complicado en razón del error que se dio a la hora de aplicar el plus por “concepto de dedicación exclusiva”, lo primero es tomar como base los parámetros del sector público, fijar su salario base y de esa forma aplicar los pluses correspondientes de anualidades, dedicación exclusiva, y carrera profesional. Después de realizado la fijación del salario correspondiente, procedería realizar una liquidación por el sobresueldo pagado de más a dichos funcionarios.

4.- Tanto la figura del Auditor como en la de los Instructores de Fiscalía, deben observarse como funcionarios públicos, tal cual se encuentran contemplados en la legislación costarricenses, por lo que su régimen salarial, así como los aumentos del mismo, son los fijados para el sector público, en razón de la naturaleza de los puestos.” 
Analizados los tres casos consultados se toman los siguientes acuerdos:

SE ACUERDA: 

 2006-46-011:  1- Aprobar el informe AL- 182-2006, presentado por la Asesoría Legal, en el cual se determina que al ser la figura del auditor regulada por el derecho público, su salario se debe ajustar a los parámetros establecidos para dicho sector. Siendo de esta forma y al estar establecido en el transitorio IV de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, lo referente a cuando un funcionario recibe un salario único por la prestación de sus servicios, se debe hacer un desglose, tomando como base un salario promedio del sector público para este tipo de puestos, con el fin de que con fundamento en el mismo, se realice un desglose de los demás pluses a devengar. Siendo que el salario desglosado, da un monto total al mismo que percibe en la actualidad, se concluye, que el 65% por concepto de prohibición que le corresponde según la Ley General de Control Interno, se encuentra incluido dentro del salario que recibe actualmente.

2. Se encarga al Departamento de Recursos Humanos corregir las acciones de personal respectivas y que el salario indicado se ajuste a los parámetros de legalidad que en derecho correspondan

3. Se comisiona a la Dirección Ejecutiva para que comunique el presente acuerdo al Auditor y verifique la corrección de los procedimientos.

Acuerdo Firme
SE ACUERDA: 

 2006-46-012:  Se encarga a la Junta Administradora, para que oficialmente continúe con su función de fiscalización de la labor realizada por el instructor de tenis, a fin de poder pedir los informes que estimen pertinentes, llevar el control del monto a cobrar, verificar el número de agremiados que reciben el servicio, controlar las clases que imparte al mes mediante un informe mensual que debe presentar a dicha Junta y controlar que los beneficiarios del servicio sean agremiados que se encuentren al día en el pago de sus cuotas.

Acuerdo firme.
SE ACUERDA: 

 2006-46-013: 1. Se aprueba el informe AL- 182-2006 presentado por la Asesoría Legal del Colegio, en el entendido de que al tener claramente la fiscalía funciones encomendadas por ley, ejerce la función pública dada a los Colegios Profesionales, de ejercer la potestad disciplinaria a los agremiados adscritos al Colegio, por lo que sus funciones son netamente de derecho público, determinándose que los funcionarios pertenecen al régimen de la Administración Pública.


Con ese panorama, y siendo que por error, se aplicó un monto por dedicación exclusiva del 65%, siendo que ese únicamente procedería si fuera por concepto de prohibición y la misma fuera fijada por ley, hecho que no ocurre con los funcionarios del Colegio, excepto en el caso del auditor, es que dicho monto es contrario a nuestro ordenamiento jurídico, y debe ajustarse conforme a derecho corresponde.


A la vez, para la aplicación de un plus propio de la administración  pública, los salarios deben fijarse con los parámetros de dicho sector, siendo que en la actualidad se tiene como salario base un salario de mercado para el sector privado. De tal forma, lo procedente es tomar un parámetro del sector público y de ahí aplicar los demás pluses a los cuales se tendría derecho, siendo:

A) Anualidades

B) Carrera Profesional (la cual deben demostrar con sus atestados)

C) Dedicación exclusiva (misma que es potestativa de la administración, y se concede hasta en un 55% a favor de los órganos instructores de procedimiento de la Fiscalía que ostenten la calidad de Licenciados en Derecho.)

Debido a que el error no crea derecho y se debe subsanar cualquier situación anómala, en procura de una sana administración y sin causar perjuicio a los funcionarios que han venido gozando de un salario que no corresponde, en razón de la naturaleza de su puesto, se debe realizar una liquidación por el exceso de dinero recibido, con el fin de ajustarnos conforme a derecho corresponde.

2. Con vista en lo anterior, se derogan los siguientes acuerdos de Junta Directiva: Número 3.4 de la Sesión Ordinaria 47-2003 celebrada el 04 de diciembre del 2003, y ratificado el 11 de diciembre del mismo año, en el cual se indicó:
 “SE ACUERDA: Aprobar el Reglamento para el Régimen de la dedicación exclusiva en la Fiscalía del Colegio de Abogados”; 
Así como el acuerdo 6.1 de la sesión ordinaria Nº 9-2004 de fecha 19 de febrero del 2004, el cual se expresó: 
“SE ACUERDA: a- Fijar el salario base de los abogados funcionarios de la Fiscalía en la suma de doscientos once mil novecientos colones, de acuerdo al salario devengado por un profesional cuatro de la Administración Pública. b- Autorizar el pago del 65% correspondiente a la dedicación exclusiva sobre la base de doscientos once mil novecientos cincuenta colones (¢211.950.00), pero únicamente para los abogados que en este momento estén laborando para la fiscalía.”
Para lo anterior se deberán ajustar los salarios conforme lo indicado en el presente acuerdo y en el informe de la Asesoría Legal, realizando la Administración los ajustes y procedimientos que estimen pertinentes.  

3. Las sumas percibidas por los funcionarios se consideran como derecho adquirido que ingresó en su peculio por acuerdo de Junta Directiva. En lo sucesivo, deberán corregirse las remuneraciones indicadas para lo cual se encarga a la Dirección Ejecutiva a iniciar las acciones tendentes a la corrección indicada mediante los procedimientos que en derecho corresponda y la debida notificación personal de lo actuado a los funcionarios afectados.

Acuerdo Firme
ARTICULO 5) AUDIENCIA PROYECTO DE RECERTIFICACION- MSC ROSAURA MATARRITA BACA
La Msc. Rosaura Matarrita Baccá Directora Académica y de Incorporaciones, se presenta en Junta y expone el Proyecto de recertificación, el cual se transcribe a continuación: 

“El conocimiento cobra más importancia hoy en día que en cualquier otra época de la historia.  Conforme dejamos atrás la era industrial y entramos en la era de la información, el valor de la educación cobra mayor importancia.  En nuestros tiempos, muchos se dan cuenta de que no han sido educados adecuadamente para el nuevo mundo que enfrentan por lo que tienen que obtener conocimientos y capacitación adicional, con el fin de satisfacer los requisitos de las demandas laborales de competencias genéricas y específicas y de la sociedad para que ésta se mas justa e integrada. 

En este sentido, la educación superior sirve como instrumento estratégico para que los ciudadanos se preparen y participen del desarrollo sustentable del país y se inserten en forma competitiva en el escenario globalizado de la contemporaneidad. 

Este proyecto se propone optimizar los recursos, socializar experiencias y aumentar los impactos, en el marco de un proyecto solidario en el cual la educación continua tiene un papel muy importante en la actualización del profesional en Derecho tal y como lo promueve la misión del Colegio de Abogados y su Código de Deberes Profesionales, en cuyo capítulo II, artículo 12 textualmente dice: “Quienes ejercen la profesión del derecho han de actualizar y profundizar sus conocimientos jurídicos constantemente.” 

Uno de los colegios profesionales con mayor crecimiento acelerado y no planificado de su población es el Colegio de Abogados.  De acuerdo a las estadísticas del Colegio de Abogados a la fecha se han incorporado 17326 abogados, de los cuales 5429 se incorporaron de enero 2001 a noviembre 2006; lo cual significa un 32% del total de los agremiados.  Esto es un impacto tremendo en el número de profesionales en Derecho y surge entonces, la preocupación de la calidad educativa en la formación de estos profesionales y la sobreoferta del mercado.

En la actualidad en algunas universidades costarricenses se presentan importantes deficiencias educativas: inadecuadas instalaciones físicas, ausencia de “prácticas profesionalizantes” (enfoque de aprender-haciendo), irrespeto de la secuencia del plan de estudios, escaso desarrollo del pensamiento lógico y jurídico, de la criticidad, “docentes contratados por horas clase y pocos de ellos se dedican a la investigación y a la publicación de ideas”
, ausencia de competencias de investigación y proyección social, entre otros, que colocan a los profesionales en condiciones de técnicos y aseguradores del “status quo” lejanos de una visión contextual del mundo, donde la importancia de lo humano, lo social, lo cultural, lo ecológico, lo ético se direcciona hacia un ser humano educado en un marco holístico transformador de la sociedad en que vivimos, donde se promuevan los talentos de los futuros profesionales en derecho potenciando la posibilidad de autorealizarse en forma integral y contextualizada.

Según datos de la Oficina de Planificación de la Educación Superior (OPES, 2004), la oferta académica que brindan las universidades privadas en el país representa el 58,5% de los graduados y de éstos cerca del 42% de los diplomas universitarios otorgados, corresponden a la licenciatura en Derecho.

Ante este crecimiento de la oferta universitaria, se creó el Sistema Nacional de Acreditación (SINAES) en mayo 2002 y en el 2004 el Sistema de Acreditación de la Enseñanza Superior  Universitaria Privada de Costa Rica (SUPRICORI).  De las 25 universidades que imparten Derecho, solo dos se han acreditado en Derecho ante el SINAES.  

De los años del 2000 al 2006, de 25 universidades privadas solamente 10 (45%) han elevado al CONESUP modificaciones parciales al plan de estudios en la carrera de Derecho, los cuales deben ser revisados por el Colegio de Abogados de Costa Rica de previo como un requisito para ser aprobados por el CONESUP.

Siendo el Derecho una ciencia dinámica, la poca actualización de los perfiles académicos profesionales y de los planes de estudio aunado al número de asignaturas tradicionales se refleja un estancamiento, pues debería más bien favorecerse la selección de conocimientos y el desarrollo de competencias genéricas y específicas, para potenciar las tendencias e indicadores dinámicos y acordes con las necesidades de la sociedad.

JUSTIFICACIÓN

La realización de programas de educación jurídica continua se justifica porque la competencia profesional aumenta con el tiempo por muchas razones, entre las que sobresalen la incongruencia existente entre la formación y la práctica profesional, el natural olvido de conocimientos, el rápido cambio en los contextos laborales y al dinamismo propio de la sociedad globalizada.

El nuevo paradigma de educación continua o aprendizaje permanente refiere a la potenciación de las capacidades genéricas y específicas de los nuevos conocimientos dirigidos a la empleabilidad y flexibilidad en la ejecución de las funciones, pero con responsabilidad ciudadana, pues se ha demostrado que el 60% de los conocimientos son adquiridos después de graduarse. 

La persona necesita entonces ser capaz de manejar el conocimiento específico, actualizado, aprender continuamente, comprender lo aprendido para adaptarse a situaciones nuevas y cambiantes, mantener siempre los valores y conducta ética, resaltando  la responsabilidad, autoestima, sociabilidad, gestión personal, integridad y honestidad

El Departamento Académico del Colegio de Abogados de Costa Rica, realizó un diagnóstico de necesidades de capacitación, en el cual se evidenció la importancia de profundizar conocimientos en las áreas básicas del Derecho, así como el estudio de temas novedosos como la Ley de Firma Digital, el nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, resolución alternativa de conflictos donde se incluya la justicia restaurativa, propiedad intelectual, migraciones y desarrollar otras áreas complementarias tales como contabilidad y finanzas para abogados, inglés y francés jurídico, oralidad, entre otras.  A la vez, el proceso de regionalización se puso en marcha y en febrero del 2005, se impartieron 164 cursos, entre la Sede Central y en las 17 asociaciones y sedes regionales y se capacitaron más de 3000 abogados.  En el año 2006 se impartieron 135 cursos y actividades en sede central y regional para un promedio de 6000 abogados capacitados.

Esos resultados se usan de base para justificar la necesidad e importancia de planificar en forma oportuna, los cursos de educación jurídica continua que ofrece el Colegio de Abogados y adecuar los contenidos de los cursos atendiendo no solo el carácter específico del Derecho sino la dimensión socio-cultural, para que esos conocimientos y habilidades tengan un valor individual y social, que sean significativos para su aplicabilidad en el desempeño laboral. 

III
MARCO REFERENCIAL DE LA RECERTIFICACIÓN JURÍDICA 

En el desempeño laboral, según múltiples estudios de la Organización Internacional para el Trabajo han demostrado que el proceso de educación continua logra su cometido cuando el profesional mejora su nivel educativo, pertenece a sociedades científicas y se encuentra inscrito en forma voluntaria  en un programa de recertificación.

La recertificación es un acto voluntario, que permite estimular los procesos de educación permanente de los profesionales para elevar el grado de competencia en la ejecución de las acciones propias de la profesión en concordancia al progreso de las ciencias jurídicas.

Se trata de una autoexigencia del abogado para demostrar ante la comunidad profesional su idoneidad, flexibilidad profesional y capacitación de alto nivel ante los cambios en los conocimientos, habilidades y actitudes de los profesionales.

Este modelo puede ser llevado a cabo por diferentes mecanismos, uno es la presentación de exámenes que realiza el colegio profesional (común en el área de Ciencias Médicas), o un sistema de asignación de créditos por la inscripción en cursos de educación continua, asistencia a congresos, la docencia, la publicación de artículos en revistas especializadas.  Este último mecanismo en el que se propone para el Colegio de Abogados de Costa Rica.

El programa de recertificación valora el mejoramiento profesional continuo, y la adquisición de nuevos conocimientos en un contexto específico del ejercicio profesional.  La responsabilidad y compromiso recaerá en evaluar cuál fue el impacto de la actualización sobre el profesional y sobre los servicios a los usuarios.

La recertificación de conocimientos implica otorgar una constancia por parte de la institución que certifica el dominio de una competencia demostrada basada en un estándar curricular definido, es decir un sistema normalizado.  El certificado es una garantía de aprovechamiento, de los nuevos conocimientos que el profesional domina y sobre las competencias específicas que posee para ello.  Esto otorga transparencia a los sistemas de recertificación, ya que permite a los abogados saber lo que se espera de ellos, a las organizaciones saber qué competencias están requiriendo sus empleados y a los docentes que realizan la capacitación, les facilita la elaboración del programa de curso o de la actividad, y a los que ejercen liberalmente solventar las necesidades requeridas por sus clientes. 

El Colegio de Abogados para recertificar la calidad de la educación continua debe crear un Consejo de Recertificación de Derecho (CRD), formadas por profesionales que ejerzan la academia en universidades, que laboren en instituciones públicas relacionadas directamente con el derecho y en otras organizaciones como las asociaciones de abogados. 
Dicho Consejo debe entre otras cosas, describir el tipo de actividades académicas que aceptará para este proceso, entre ellas: Cursos de actualización, congresos; asistencia y participación como ponente o conferencista, publicaciones de artículos de investigación en revistas de prestigio que cuenten con un comité editorial, teleconferencias, entre otros.

IV. OBJETIVOS GENERALES

Promover que los abogados participen de forma voluntaria en los procesos de recertificación de la Educación Jurídica Continua que promueve el Colegio de Abogados para asegurar la reconversión y actualización profesional de acuerdo a los estándares de calidad establecidos en la normativa de recertificación. 

Reconocer la educación jurídica continua como el proceso que conlleva al mejoramiento y actualización de los conocimientos, y habilidades que impactan de forma positiva el desarrollo profesional en beneficio del usuario y de la sociedad.

Evaluar permanentemente el proceso de Educación Jurídica Continua conducente a la recertificación para asegurar a los usuarios de las distintas áreas del derecho, la calidad de la prestación del servicio.

Fortalecer el compromiso ético con responsabilidad social para consigo mismo, con la profesión, con la institución donde labora y con la sociedad.

V
METODOLOGÍA

El proceso de recertificación se realizará a través de un Consejo de Recertificación Jurídica que será el ente rector de dicho sistema y cuya integración y funciones se definen en el manual de Recertificación.

La recertificación consta de tres aspectos:

Actividades de actualización integral que permitirán el dominio de competencias genéricas para el desempeño satisfactorio de la profesión y que es obligatorio llevarlos para la obtención del 20% del total de los créditos para llegar a obtener la recertificación.

Actividades de actualización general que permitan la recertificación como abogado sin ninguna mención específica en alguna especialidad del derecho.

Actividades de actualización específica que consiste en la recertificación como especialista según el área temática en que se haya inscrito ante el Colegio de Abogados y de acuerdo al programa de recertificación aprobado por el Consejo.

Lo indicado en los incisos b y c complementan el 80% de los créditos.  El agremiado debe decidir por cual recertificación va a optar, la general o la específica.  En el caso de que se incline por ambos tipos debe completar el 100% de los créditos en cursos y actividades propias de cada tipo de recertificación.  No se aceptará el mismo curso y/o actividad simultáneamente para ambas opciones.

Pueden acreditar actividades o cursos además de los del Departamento Académico del Colegio de Abogados con las instituciones u organizaciones externas que cumplan con los estándares y lineamientos establecidos, que respondan a las necesidades detectadas y las tendencias de desarrollo humano integral de acuerdo a lo establecido en el artículo 3 y 5 del Manual de Recertificación.

El Consejo contará con las siguientes áreas de interés con el fin de abordar las actividades de actualización:

Bloque de Derecho Público formado por: Derecho Constitucional, Derecho Público, Derecho Administrativo, Derechos Humanos, Derecho de los Tratados.

Bloque de Derecho Privado formado por: Derecho Privado, Derecho de las Obligaciones, Derecho Bancario y Bursátil, Derecho de la Contratación Privada, Derechos Reales, Derecho Comercial, Derecho Internacional Privado, Derecho de Marcas.

Bloque de Derecho Social formado por: Derecho de Familia, Derecho Laboral, Derecho Agrario, Derecho Propiedad Intelectual.

Bloque de Derecho Penal formado por: Derecho Penal General, Derecho Penal Especial, Derecho Penal Juvenil, Justicia Restaurativa.

Bloque de Derecho Procesal formado por: Teoría General del Proceso, Derecho Procesal Civil, Derecho Procesal Penal, Derecho Procesal Administrativo y Juicios Universales (comprende el derecho de fondo de sucesiones y derechos concúrsales), Resolución Alterna de Conflictos.

Este programa se desarrollará a nivel nacional tanto en la sede central como en las sedes y asociaciones aprobadas por el Colegio de Abogados.  Todo lo anterior se regirá por el Manual de Recertificación elaborado para tal fin que se adjunta en el anexo 1.

VI
ADMINISTRACIÓN DEL PROYECTO

Para hacer efectivo este proyecto es necesario darle contenido de recursos tanto humanos como materiales.

Recursos humanos

Un profesional en Derecho, con experiencia en capacitación y manejo de competencias laborales. (1/2 tiempo)

Un profesional en Ciencias de la Educación, con experiencia en curriculum y planificación educativa. (1/2 tiempo)

Una secretaria para apoyar en la atención de llamadas, control de matrículas, confección de títulos, entre otros. (1/4 tiempo)

Un promotor, para la divulgación de actividades y promoción de las mismas. (1/4 tiempo)

Necesidades de infraestructura y tecnología

Se requieren de una oficina completamente equipada, (escritorio, silla ejecutiva, fax, teléfono, archivador, mesa pequeña de reuniones,).

Una computadora Pentium IV, impresora, acceso a Internet, video bim, pantalla, computadora portátil.

Papelería y útiles de oficina tales como papel, cartuchos de tinta, etc.

Línea telefónica.

ANEXO I

VII
MANUAL PARA EL SISTEMA DE RECERTIFICACIÓN DE LA EDUCACIÓN JURÍDICA CONTINUA DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTA RICA.

CONSIDERANDO

Que el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados dispone que el Colegio tiene por objetivo, entre otros: “1) Promover el progreso de la ciencia del Derecho y sus accesorias…”

Que el artículo 12 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho impone el deber fundamental para las y los profesionales en derecho de actualizar y profundizar sus conocimientos jurídicos constantemente.

Se propone el siguiente Manual para implementar el sistema de recertificación de Educación Jurídica Continua.

ARTÍCULO 1. DEFINICIONES.

Para efectos de este reglamento se entenderá como:

Sistema de recertificación jurídica: Conjunto de actividades, procesos educativos y entidades acreditadas, avalados por el Colegio de Abogados de Costa Rica (en adelante el Colegio), conducentes a la actualización profesional y a la reconversión de sus agremiados. La participación en el sistema es voluntario. 

Educación jurídica continua (EJC): Base del sistema de recertificación.
  Consiste en diversas actividades y procesos educativos ofrecidos a los agremiados del Colegio de Abogados dentro del Sistema de Recertificación Jurídica.  Pueden ser actividades de EJC, entre otras: Cursos de actualización presénciales, por tutoría, a distancia o en línea; asistencia y participación como ponente o conferencista en congresos; simposios; talleres, foros; pasantías en instituciones o servicios de reconocido prestigio; publicaciones de artículos, relacionados con derecho en revistas de prestigio que cuenten con un comité editorial; teleconferencia, videoconferencia.
Crédito: Unidad valorativa de las actividades de recertificación. Cuatro horas de 60 minutos equivalen a un crédito.  

Consejo de recertificación jurídica (el Consejo): Es el ente rector del Sistema de Recertificación del Colegio de Abogados de Costa Rica.  Podrá estar auxiliado por los Consejos Técnicos que se requieran.

Consejos técnicos. Comisiones técnicas consultivas que pueden ser permanentes y son formadas por abogados que laboran ad-honorem.  Creadas por el Consejo.

Entidades acreditadas de educación jurídica continua (Entidades acreditadas): Entidades avaladas por el Consejo que ofrecen las diversas modalidades de EJC y que cumplen con los estándares de calidad exigidos para este proceso.

Recertificación: Certificación de que se ha obtenido un mínimo de 60 créditos a lo largo de tres años, en actividades de educación continúa ofrecidas por las entidades acreditadas ante el Consejo. Una parte de esos créditos, corresponderá a actividades académicas de actualización profesional integral que serán obligatorias para todos los profesionales que elijan este sistema y el otro 80% de los créditos se asignará a las dos modalidades: general o específica.

Actividades de actualización integral: son aquellas actividades básicas y generalistas que permiten el desarrollo de las competencias genéricas y un desempeño satisfactorio de la profesión.  Este representa un 20% del total de los créditos necesarios para la recertificación.

Actividades de actualización general: consiste en recertificarse como abogado sin ninguna mención específica como especialista en un área determinada del derecho. 

Actividades de actualización específica: consiste en recertificarse como especialista según el área temática en que se haya inscrito ante el Colegio y de acuerdo con el programa de recertificación aprobado por el Consejo

En los casos 9 y 10 supraindicados deberá cumplirse con el 20% de los créditos propios de cada tipo de recertificación.  No se aceptarán los mismos cursos o actividades simultáneas para ambos tipos.

ARTÍCULO 2.  FUNCIONES DEL CONSEJO DE RECERTIFICACIÓN JURÍDICA.

El Consejo es el rector del Sistema de Recertificación para todos los profesionales agremiados al Colegio de Abogados que deseen participar en forma voluntaria. 

Es un órgano adscrito a la Junta Directiva, pero con autonomía funcional y técnica.

Reunirse al menos dos veces al mes en forma ordinaria y extraordinaria cuando sea convocada por el Presidente del Consejo.

Realizar el estudio de los programas de EJC que se quieran proponer dentro del Sistema de Recertificación y que organiza el Departamento Académico, las asociaciones jurídicas inscritas y activas ante el Colegio de Abogados y de los atestados de las organizaciones que desean ofertar servicios. Todas ellas se llamarán en adelante Entidades Acreditadas.

Emitir informes técnicos sobre criterios de la aceptación o no de la acreditación de las actividades, los procesos educativos y de las organizaciones que se someten a su consideración.  Elaborar dicho informe a la Junta Directiva del Colegio de Abogados para su conocimiento.

Establecer el número de créditos para cada actividad o proceso acreditado. 

Establecer una cuota de inscripción anual para las entidades externas que deseen acreditarse, asimismo como para los profesionales participantes.
Establecer los estándares y lineamientos que deberán cumplir todas las actividades, procesos y entidades acreditadas. 

Proponer ante la Junta Directiva del Colegio los cambios parciales o totales al presente manual. 

Estudiar las actividades, procesos educativos y número de créditos respectivos para emitir la constancia de recertificación cuando lo solicite el agremiado.
Realizar el estudio de las “entidades acreditadas” para otorgar las menciones honoríficas que se crean para reconocer la calidad de las entidades acreditadas. 

Coordinar con el Departamento Académico, los consejos técnicos, asociaciones jurídicas u otras entidades acreditadas, la elaboración de exámenes para recertificación cuando proceda para completar puntajes o sustituir las actividades de EJC.

Organizar con el Departamento Académico, con los consejos técnicos y las asociaciones jurídicas acreditadas ante el Consejo, actividades que suplan las carencias en temas concretos de EJC, no cubiertos por los programas propuestos. 

Establecer la tabla de homologación de las actividades de EJC, ofrecidas por otras entidades a nivel internacional, para lo cual se harán las propuestas respectivas de convenios de cooperación ante la Junta Directiva del Colegio.

Evaluar cuando lo considere pertinente, el desarrollo de las actividades y procesos educativos de EJC, para garantizar la calidad educativa y el cumplimiento de los estándares y lineamientos. Es importante recalcar que la acreditación ante el CONSEJO se revisará como mínimos cada tres años.

Retirar la acreditación a las actividades, procesos y entidades acreditadas que no cumplan con los estándares y lineamientos establecidos en este reglamento.  

ARTÍCULO 3.
REQUISITOS PARA LA ACREDITACIÓN DE LAS ENTIDADES QUE OFERTAN ACTIVIDADES DE EDUCACIÓN JURÍDICA CONTINUA.

Para llevar a cabo actividades y procesos de EJC, las Entidades deben estar acreditadas ante el Consejo y cumplir con todos los estándares y lineamientos establecidos incluidos en el artículo 5 del presente manual. 

Las entidades acreditadas deben proponer actividades y programas que respondan en primera instancia a las necesidades detectadas por el Departamento Académico del  Colegio y  en segunda instancia a las tendencias actuales de desarrollo humano integral.  

Para acreditarse ante el Consejo, las Entidades de educación jurídica deben estar de acuerdo explícitamente en que al menos el 50% de las actividades deben planificarse para cubrir los agremiados que pertenecen a las sedes regionales que tiene el Colegio. 

Para que las entidades acreditadas de educación jurídica continua obtengan la acreditación cumplirán con las siguientes características: 

El cuerpo docente debe tener reconocimiento y prestigio en el campo educativo y jurídico.  Contar con experiencia mínima de cinco años en el ejercicio de la profesión y/o en la docencia en educación superior según la especialidad. Para ello presentará el currículum vitae de cada docente que participará en las actividades ofertadas. 

Contar con la infraestructura administrativa y los recursos físicos y didácticos acordes con la oferta educativa presentada, y describirlos en el currículo de la entidad. 

Contar con experiencia en la utilización de métodos y técnicas activas para la enseñanza de adultos y realizar un sistema de autoevaluación para la mejora continua de sus actividades. 

Llenar el formulario diseñado para tal fin.

ARTÍCULO 4.  DE LAS RESPONSABILIDADES. 

Corresponde a las Entidades Acreditadas:

Realizar los trámites correspondientes ante el Consejo con la debida antelación de acuerdo a los requisitos indicados en el artículo 5 del presente manual.

Designar al responsable de la actividad a desarrollar.

Garantizar a los participantes que cuenta con el aval del Consejo para la actividad que ofrece.

Elaborar los programas y documentación necesaria para la actividad en que conste el aval del Consejo para la misma.

Realizar la evaluación de la actividad de EJC y presentar el informe ante el Departamento Académico.

Entregar el certificado de participación a cada asistente.

Si la actividad tiene una evaluación final (post test) implementarla y dar constancia del resultado de aprobado en la certificación.

Llevar y conservar el listado de asistencia a la actividad, con el visto bueno del coordinador y responsables.

Cancelar la cuota de inscripción anual establecida por el Consejo en las oficinas centrales del Colegio, la cual dependerá del tipo de entidad (asociaciones, universidades e instituciones).

Corresponde a cada profesional en derecho participante:

Escoger la actividad que considere pertinente para su propia actualización.

Llevar su récord personal de certificaciones y resguardar todos los documentos que certifiquen su participación y actualización.

Solicitar al Consejo la recertificación cada tres años, utilizando el formato oficial, aportando la documentación requerida y adjuntando el recibo cancelado de la cuota establecida para los profesionales participantes.

Estar al día en el pago de sus cuotas de colegiatura

ARTÍCULO 5
LINEAMIENTOS PARA LAS ENTIDADES QUE OFERTAN ACTIVIDADES Y PROCESOS DE EDUCACIÓN JURÍDICA CONTINUA.  

1.
Las Entidades Acreditadas deben tener entre su misión y objetivos la enseñanza de conocimientos actualizados de alto nivel académico que permitan elevar las competencias genéricas y específicas en las distintas áreas del Derecho.  Para lo anterior debe incluir en su solicitud de acreditación ante el Consejo: 

El tipo de actividades que proveerá: cursos, seminarios, mesas redondas, foros, simposios, y otros.

Los programas de las actividades a desarrollar, con los elementos curriculares mínimos tales como: modalidad: presencial, distancia o ambas, duración, horario, descripción, objetivos generales, específicos, competencias a desarrollar, contenidos (conocimientos, habilidades o actitudes),  metodología, bibliografía, cronograma y atestados y experiencia de los docentes. Mencionar en caso que sea indispensable experiencias o conocimientos previos requeridos por los potenciales participantes. 

Los mecanismos de registro y control adecuados para verificar la participación efectiva de los profesionales asignados para el desarrollo de las actividades. 

Indicar si la actividad de EJC se va a desarrollar directamente o por medio de participación de otra Entidad No Acreditada, caso en el cual la Entidad Acreditada debe aceptar expresamente la responsabilidad de que las presentes normas, así como aquellas otras disposiciones que se emitan dentro del marco del Sistema o bien por parte del Colegio, serán respetadas e implementadas por la Entidad No Acreditada. En todo caso, la responsabilidad será siempre de la “entidad acreditada”. En el supuesto de que la actividad de EJC sea desarrollada por dos o más entidades acreditadas, se tendrá como si la actividad se hubiera desarrollado en consorcio, con lo cual, la responsabilidad y la evaluación de las entidades participantes en el desarrollo de la actividad de EJC será solidaria.

Debe existir concordancia entre las actividades propuestas por las entidades, las metas y objetivos del Departamento Académico del Colegio. Así como, la disposición de sus miembros a revisar y/o actualizar sus programas según el Consejo lo sugiriera.

La “entidad acreditada” debe diseñar e implementar las actividades de EJC con el desarrollo de líneas curriculares que muestren secuencia, coherencia y profundidad. 

La “entidad acreditada” debe evaluar la calidad y efectividad del programa desarrollado en las actividades de EJC, considerando la opinión de los participantes, así como las observaciones del Consejo de Recertificación; utilizando esta información en el mejoramiento y planificación de sus actividades futuras. 

El cumplimiento de estos lineamientos facilitará a las entidades que ofertan actividades de EJC planear, diseñar e implementar sus actividades en forma más eficiente. A su vez, le permitirá a los potenciales participantes elegir y juzgar con anterioridad si la actividad cumple o no con su necesidad, interés, métodos preferidos de práctica y aprendizaje. 

Solicitud de acreditación de actividades: Cualquier actividad que pretenda incluirse en el programa, debe acreditarse ante el Consejo antes del último día del mes de noviembre de cada año.  El Consejo si la aprueba, podrá incluirla en el programa de actividades a distribuir a todos los abogados(as) del país a partir del mes de enero del año siguiente.  La acreditación de actividades solicitadas en forma extemporánea podrán ser consideradas si ésta se solicita con tres meses de antelación a la realización de la misma.  En ningún supuesto se aceptarán solicitudes de acreditación de eventos ya realizados.  

Aceptación de actividades de EJC: La aceptación de una actividad de EJC, se hará mediante comunicación por escrito al solicitante. En ella se especificará el número de créditos de EJC asignados. El plazo entre la solicitud y la comunicación de dicha resolución, no excederá los quince días hábiles. Las solicitudes desestimadas igualmente recibirán comunicación por escrito en tal sentido dentro del citado plazo y podrán ser recurridas en el plazo de cinco días hábiles ante el Consejo. En el caso de actividades que tengan previstas repeticiones sucesivas, la acreditación se hará solo por una única vez en el año. 

Asignación de créditos: La asignación de créditos para las actividades de EJC, se hará según la siguiente tabla: 

	Tipo de Actividad
	Créditos

	Actividades presénciales
a)  Cursos de educación continúa impartidos por el Departamento Académico. Presentación de certificado con número de horas.

Congresos Jurídicos Nacionales, seminarios, talleres, mesas redondas.
	Se otorgarán de acuerdo al número de horas efectivas 

4 horas: = 1 crédito.

Máximo: 20 créditos/año.

	Pasantías internacionales

(duración mínima de 1 semana)

Certificación de las funciones realizadas
	1 semana: máximo 10 créditos

2 semanas o más: máximo 20 créditos

Siendo evaluadas por el Consejo el cual definirá el puntaje.

	Cursos de autoaprendizaje por medios virtuales: Internet, teleconferencia, entre otros, con certificado de aprobación o participación. 
	De acuerdo al número de horas.

Máximo: 10 créditos/año.  Siendo evaluado por el Consejo quien definirá el puntaje

	Revistas científico legales

a)   Listadas en Costa Rica

b)   Listadas en el Índice Latinoamericano y publicaciones regionales

c)   Listadas en otros Índices Regionales
	12 créditos 1er.  autor

08 créditos 2do. autor

04 créditos 3er.  autor

15 créditos 1er.  autor

10 créditos 2do. autor

04 créditos 3er.  autor

15 créditos 1er.  Autor

10 créditos 2do. autor

04 créditos 3er.  autor

	Ponencias en:

a)   Congresos jurídicos internacionales

b)   Congresos jurídicos nacionales

c)   Otros congresos nacionales o participación en actividades académicas


	6 créditos 1er.  autor
4 créditos 2do. autor
1 crédito 3er.    autor


6 créditos 1er.  autor
4 créditos 2do. autor
1 crédito 3er.    autor

3 créditos 1er.  autor
2 créditos 2do. autor
1 créditos 3er.  autor

	Libros relacionados con temas de derecho
	4 a 20 créditos, siendo evaluados por el Consejo, el cual definirá el puntaje. 

	Publicaciones en Internet relacionadas con temas jurídicos.
	2 a 10 créditos, siendo evaluados por el



	Sentencias en las distintas áreas del derecho con alto contenido doctrinario, jurisprudencial e innovadora en la materia, ante casos de interés para la sociedad costarricense.
	3 créditos, al tribunal.

	Carrera docente universitaria
	2 créditos anuales por curso en su especialidad en grado.

4 créditos anuales por curso en especialidad en postgrado.


ARTÍCULO 6.
REQUISITOS PARA LA EMISIÓN DE LA RECERTIFICACIÓN EN EDUCACIÓN JURÍDICA CONTINUA.

Para aplicar a la recertificación, los abogados deben estar al día con el pago de su colegiatura.  Acumular un total de 20 créditos de EJC por año, durante un período de tres años, para un total de 60 créditos.

El Consejo emitirá una certificación del total de créditos obtenidos por el solicitante, el lapso en que los obtuvo y la vigencia de la recertificación. 

En el caso de que un abogado(a) esté inscrito ante el Colegio con dos especialidades, puede recertificarse en ambas, no obstante, deberá acumular créditos para ambas en forma independiente.

En presencia de caso fortuito y fuerza mayor en el cual el solicitante no pueda presentar los documentos en forma oportuna durante el período de recertificación, el participante no perderá la puntuación obtenida, siempre y cuando notifique tal situación ante el Consejo.

ARTÍCULO 7.
DE LA MENCIÓN ANUAL “LICENCIADO JOSÉ LUIS MOLINA QUESADA” A LA CALIDAD DE LAS ENTIDADES ACREDITADAS.

Se establece la mención anual “Lic. José Luis Molina Quesada” a la calidad de la educación jurídica continua para las Entidades acreditadas que cumplan con lo siguiente:

Estándares y lineamientos de calidad definidos por el Consejo.

Calidad y cantidad de las actividades ofrecidas.

Distribución geográfica de sus actividades. 

Utilización de métodos y técnicas de enseñanza activas

Impacto en el desempeño profesional de los participantes

La mención consiste en:

La entrega de un pergamino.

Una publicación del mismo en los medios de comunicación de nuestro país y en las revistas jurídicas del Colegio.

Se entregará en la Semana del Abogado que se celebra cada año.

ARTÍCULO 8.
DE LA ELECCIÓN DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO.

Los miembros del Consejo, serán nombrados por la Junta Directiva cada dos años en el mes de noviembre para lo cual podrán ser reelegidos en su cargo. 

Los candidatos serán propuestos a la Junta Directiva por la Comisión Académica.

El Consejo estará integrado por:

Un representante designado por la Junta de Directiva del Colegio.

Un representante de la Comisión Académica del Colegio de Abogados.

La Dirección Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ).
La Dirección del Departamento Académico del Colegio de Abogados o el delegado de este Departamento. 

Un representante de las Asociaciones Jurídicas reconocidos por el Colegio de Abogados de Costa Rica

Las asociaciones jurídicas deberán estar debidamente inscritas y activas ante el Colegio de Abogados de Costa Rica. Las personas interesadas en ser miembros del Consejo, presentarán sus postulaciones ante la Comisión Académica del Colegio para que ésta proceda de conformidad. 

Los miembros del Consejo ejercerán sus funciones ad-honorem.

La Dirección del Departamento Académico del Colegio de Abogados hará las funciones de coordinador  del Consejo.”
La Dra. Alejandra Castro Bonilla felicita a la Msc. Rosaura Matarrita Baccá por la iniciativa y labor desplegada al elaborar el proyecto de recertificación, además considera que es uno de los proyectos más importantes de un salto cualitativo que busca el Colegio de Abogados, en la formación profesional de nuestros agremiados.

SE ACUERDA: 

 2006-46-014: Apruebar el Proyecto de Recertificación, así como la ejecución del mismo por parte de la Dirección Académica. 
Acuerdo Firme

ARTICULO 6) AUDIENCIA AL SEÑOR JIMEN CHAN- GRAFICO CIRCUMPLEJO

Se concede audiencia al Señor Jimen Chan, a fin de que realice una actividad denominada Gráfico Circumplejo con los Señores Directivos, esto en virtud de un estudio que realiza para determinar la Cultura Organizacional del Colegio de Abogados.

ARTICULO 7) INFORMES DEL DIRECTOR EJECUTIVO

7.1- El Lic. José Luis Meneses Rímola informa que ya se encuentra en la página Web, el programa tasación de enteros del Banco de Costa Rica.
7.2- El Lic. José Luis Meneses Rímola solicita a los miembros de Junta, que  confirmen si asistirán a la fiesta de fin de año, que está organizando el Colegio de Abogados para el día 22 de diciembre del año en curso en la Sede de Puntarenas.

7.3- El Lic. José Luis Meneses Rímola presenta para conocimiento de la Junta Directiva un cuadro con diferentes alternativas de aumento de salarios a partir de enero del 2007. Explica que el gobierno estipuló un aumento del 4.95 %, y que a partir de ese porcentaje se presentan alternativas de aumento de un 5%, 6%, 7% y 8%, dado que en el presupuesto del 2007, se estimaron incrementos semestrales del 8%.
SE ACUERDA: 

 2006-46-015: Aprobar un aumento salarial de un 5% para los empleados del Colegio de Abogados que se rigen por el derecho privado. Dicho aumento rige a partir del 1° de enero del 2007.
Acuerdo firme
ARTICULO 8) INFORMES DE LOS SEÑORES DIRECTIVOS
8.1- El Lic. Miguel Román Díaz informa que el día miércoles 06 de diciembre del 2006 se realizó en la Federación de Colegios Profesionales, la elección del representante de esta entidad ante el Consejo Universitario de la Universidad de Costa Rica. El Colegio de Abogados presentó como candidato al Lic. Gustavo González Solano, según se había acordado por esta Junta Directiva, no obstante,  la mencionada elección recayó sobre la Licda Ernestina Aguirre, representante del Colegio de Enfermeras. Indica que durante esta actividad él aprovecho para retomar la inquietud, de que a pesar de que el Colegio de Abogados ha estado constantemente cumpliendo y presente en las convocatorias de la Federación de Colegios Profesionales, no se le ha tomado en cuenta para este tipo de elecciones. Por lo tanto, recomienda que los miembros de Junta Directiva del Colegio de Abogados, que funjan para el año 2007, retomen esta iniciativa de promover ante la Federación, que el Colegio de Abogados sea tomado en cuenta de forma real en las futuras elecciones que sean de interés para el Colegio.
Por otra parte, indica que él no tiene el interés de continuar representando al Colegio, ante al Federación, no obstante, le parece conveniente que se mantenga el nombramiento del Lic. Iván Salas en esa instancia. 
El Lic. Marco Castro Alvarado felicita y agradece al Lic. Miguel Román Díaz  por la labor desplegada ante la Federación de Colegios Profesionales, toda vez, que considera que con dicha labor, ha abierto el camino para el Colegio de Abogados dentro de esta instancia.

Informe de la Licda. Luz María Bolaños Arias 

8.2- La Licda. Luz María Bolaños Arias informa que la actividad programada con ocasión de la fiesta de navidad de los niños del Hogar de Vista de Mar, fue todo un éxito y agradece la colaboración para la realización de la misma. Por otra parte, informa que la Junta Administradora tiene interés de desarrollar todo un proyecto social con esta institución, aportando libros y facilitando ayuda psicológica a estos niños.
8.3- Informa la Licda. Luz María Bolaños Arias que se pudo negociar el alquiler de un espacio dentro del Colegio de Abogados para la colocación de un rotulo luminoso por un monto de tres mil dólares anuales, cuyo contrato esta siendo revisado por la asesora legal del Colegio. Dicho contrato podrá ser revisado cada seis meses.
Informe de Dra. Érika Hernández Sandoval – Fiscal
8.4- Agradece los regalos donados para los niños y jóvenes de  una escuela situada en una reserva indígena en Chirrido, e informa que el Universidad de Costa Rica, está organizando una actividad para la entrega formal de dichos presentes. 

8.5- Asuntos de Fiscalía:
1) Expediente: 538-06 (ALV)

Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós.
Denunciante: Silvia Mayela Ramírez Jara.
En el anterior expediente las partes en aras de restablecer la paz social y mantener entre ellas las buenas relaciones, llegaron a un acuerdo conciliatorio y solicitaron el archivo de expediente. Al haberlo realizado conforme a derecho y por no ser los hechos de tal magnitud que ameriten la prosecución oficiosa del procedimiento, se recomienda homologar el acuerdo y ordenar el archivo del expediente.
SE ACUERDA: 

 2006-46-016: Homologar el acuerdo y ordenar el archivo del expediente
Ocho votos
2) Expediente: 404-06 (MPC)

Denunciada: Lic. Edilberto Escobar Cascante.
Denunciante: Rafael Ángel Aguilar Picado.

Se presenta apelación contra el auto inicial.
SE ACUERDA: 

 2006-46-017: Se recomienda declarar sin lugar la apelación contra el auto de inicio, en virtud de que los argumentos esgrimidos por el denunciado se refieren a cuestiones de fondo y este no es el momento procesal oportuno para referirse a ello.

3) Expediente: 583-06 (MPC)
Denunciado: Lic. Gonzalo Alberto Carrillo Delgado.
Denunciante: De oficio, Juzgado Penal II Circuito Judicial de San José.

En este caso se le previno a la parte denunciante aportar piezas de expediente o documentos y no se cumplió dentro del plazo establecido.
SE ACUERDA: 

 2006-46-018: Se recomienda ordenar el archivo de las diligencias de queja, en virtud de que se le previno a la parte denunciante aportar piezas de expediente o documentos y no se cumplió dentro del plazo establecido.

Ocho votos.

4) Expediente: 614-06 (MPC)
Denunciada: Lic. Steve López Elizondo.
Denunciante: De oficio ( Tribunal Penal de Liberia).

En este caso se le previno a la parte denunciante aportar piezas de expediente o documentos y no se cumplió dentro del plazo establecido.
SE ACUERDA: 

 2006-46-019: Se recomienda ordenar el archivo de las diligencias de queja, en virtud de que se le previno a la parte denunciante aportar piezas de expediente o documentos y no se cumplió dentro del plazo establecido.

Ocho votos.

5) Expediente: 579-06 (JC)

Denunciado: Licda. Jeannette Román González. 

Denunciante: Dinia Herrera Herrera.

En este caso se le previno a la parte denunciante aportar piezas de expediente o documentos y no se cumplió dentro del plazo establecido.
SE ACUERDA: 

 2006-46-020: Se recomienda ordenar el archivo de las diligencias de queja, en virtud de que se le previno a la parte denunciante aportar piezas de expediente o documentos y no se cumplió dentro del plazo establecido.

Ocho votos.

6) Expediente: 695-05 (LHS)
Denunciado: Lic. Abel Nicolás Chinchilla Mata.

Denunciante: De oficio ( Juzgado Penal I Circuito Judicial de San José).

En el anterior expediente, el denunciado presenta aclaración y adición del acuerdo 2006-40-067, en donde indica que se aclare la resolución que deniega el recurso de revocatoria y se adicione en cuanto a la aplicación de la normativa sancionadora. Esta fiscalía rechaza de plano la adición y aclaración solicitada por resultar improcedente.
SE ACUERDA: 

 2006-46-021: Rechazar de plano la adición y aclaración solicitada por resultar improcedente
Ocho votos
7) Expediente: 271-05 (LHS)
Denunciado: Lic. Harry O. Quesada Mata.

Denunciante: Maria Teresa Umaña Arauz.

En el anterior expediente, el denunciado presenta aclaración y adición del acuerdo 2006-42-024, en donde indica que se adicione o aclare dicho acuerdo debido a que la parte dispositiva se omite hacer mención y su respectivo análisis de la nulidad y evacuación de la prueba para mejor resolver, que esta se hecha de menos en el por tanto. Esta fiscalía recomienda declarar con lugar parcialmente la solicitud de adición y aclaración presentada por el recurrente y adicionar la misma: POR TANTO, la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, constituida en consejo de Disciplina, previa deliberación en votación secreta acuerda: Rechazar el recurso de revocatoria y concomitente incidente de nulidad por actividad procesal defectuosa, se rechaza la prueba ofrecida por el recurrente y se mantiene invariable la resolución que se recurre. Notifíquese.

SE ACUERDA: 

 2006-46-022: Declarar con lugar parcialmente la solicitud de adición y aclaración presentada por el recurrente y adicionar la misma: POR TANTO, la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, constituida en consejo de Disciplina, previa deliberación en votación secreta acuerda: Rechazar el recurso de revocatoria y concomitente incidente de nulidad por actividad procesal defectuosa, se rechaza la prueba ofrecida por el recurrente y se mantiene invariable la resolución que se recurre. Notifíquese.
Ocho votos
9) Expediente: 639-03.

Denunciada: Lic. Agustín Guido Ramírez.
Denunciante: Thomas Scot Cochran. 

El anterior expediente fue suspendido por la Junta Directiva del Colegio de Abogados en agosto del dos mil cuatro. Para que dicho procedimiento disciplinario no corra la suerte del artículo 340 de la Ley General de Administración Pública se recomienda que se le indique al denunciante que informe en el plazo de tres días cual es el estado procesal de las sumarias 03-0003324-647-PE y 03-001776-647-PE, para la prosecución de dicho asunto.

SE ACUERDA: 

 2006-46-023: Para que dicho procedimiento disciplinario no corra la suerte del artículo 340 de la Ley General de Administración Pública se recomienda que se le indique al denunciante que informe en el plazo de tres días cual es el estado procesal de las sumarias 03-0003324-647-PE y 03-001776-647-PE, para la prosecución de dicho asunto.

Ocho votos
10) Expediente: 442-06 

Denunciado: Lic. Edilberto Escobar Cascante

Denunciante: Lidy Araya González. 

Excepción de prescripción interpuesta por el Licenciado Escobar Cascante. Realizado que ha sido el cómputo del plazo de prescripción, se logra determinar que este ha operado, por lo que se recomienda declarar con lugar la excepción y ordenar el archivo del expediente. 

SE ACUERDA: 

 2006-46-024: Declarar con lugar la excepción y ordenar el archivo del expediente. 

Ocho votos

11) Expediente: 646-06

Denunciados: Lic. Boris Ajún Murillo y Lic. Manfred Clausen Gutiérrez.

Denunciante: Nuria María Saborío Cascante

La quejosa interpone denuncia en contra de los Licenciados Clausen Gutiérrez y Ajún Murillo, por cuanto aduce que contrató al primero a partir del 20/01/04 para que asumiera la dirección profesional del proceso laboral 03-00593-0161-LA. Que fue negligente en la dirección del mismo, lo llamaba cada dos meses cuando veía que no recibía noticias del mismo y en una oportunidad ella le indicó que le daba miedo que le archivaran el expediente, pero éste le contestó que no se preocupara, que la Corte es muy lenta. Dos años y resto después de su contratación, sea el 01/03/06 el denunciado le solicitó que le firmara un documento y en ese mismo momento le manifestó que no podía seguir con su caso porque él no se desempeñaba muy bien en este tipo de procesos y que el mismo se lo continuaría el Lic. Ajún, por lo que procedió firmarle un poder especial judicial a éste, sin embargo en ese momento no le informó nada del estado del proceso, simplemente la refirió al Lic. Ajún. Por su parte y contra el Lic. Ajún Murillo denuncia que habiendo asumido la dirección profesional del caso a partir del 01/03/06, lo único que hizo fue presentar un escrito, dejando tirado el caso a tal punto que se decretó la deserción el 04/09/06, misma que le fuera notificada el 28/09/06, sin embargo éste no le informó nada, sino que lo tuvo que hacer por sus propios medios ante el Juzgado al revisar el expediente el 24/10/06.

Teniendo conocimiento la Fiscalía del Colegio de Abogados, del fallecimiento del Lic. Ajún Murillo, el cual tal y como consta en el archivo central que al efecto lleva este Colegio, se puede desprender que en efecto éste falleció desde el cuatro de noviembre del dos mil seis, motivo suficiente como para que, contra éste se extinga la acción disciplinaria que en este momento se intenta en su contra.

SE RECOMIENDA: RECHAZAR DE PLANO la denuncia contra del Lic. Boris Ajún Murillo y ordenar el ARCHIVO del expediente únicamente en su contra. Se ordena continuar únicamente el procedimiento en contra del Licenciado Manfred Clausen Gutiérrez. 
SE ACUERDA: 

 2006-46-025: RECHAZAR DE PLANO la denuncia contra del Lic. Boris Ajún Murillo y ordenar el ARCHIVO del expediente únicamente en su contra. Se ordena continuar únicamente el procedimiento en contra del Licenciado Manfred Clausen Gutiérrez. 
Ocho votos
Informe de la Licda. Cruz María Calvo Cuadra 
La Licda. Cruz María Calvo Cuadra informa que ella y los licenciados Marco Castro Alvarado y Henry Arroyo Villegas, tuvieron la oportunidad de visitar la zona de Guápiles y valorar varios terrenos que están en venta, a fin de establecer ahí la sede regional de esa zona. Por lo tanto se recomienda que se saque a licitación dicha compra conforme a derecho corresponda. 
SE ACUERDA: 

 2006-46-026: Sacar a licitación la compra de un terreno para construir la Sede Regional de Guápiles. El contenido presupuestario se aprobó en la Asamblea General celebrada el 14 de noviembre del 2006.
Acuerdo firme
LISTA DE QUEJAS NUEVAS SE TRASLADA POR PARTE DE LA SECRETARIA A LA FISCALÍA

	1. Expediente Nº 712-06

Denunciada: Licda. Damaris Villalta Soto

Código: 5204

Denunciante: Yenny Bolaños Vargas  

Fecha de Ingreso: 06 de diciembre del 2006 

Folios: 2

Copias: 7

2. Expediente Nº 713-06

Denunciado: Lic. Minor Enrique González González  

Código: 6417

Denunciante: Licda. Rita Maria Vargas Duarte (Apoderada) 

Fecha de Ingreso: 06 de diciembre del 2006 

Folios: 3

Copias: 84

3. Expediente Nº 714-06

Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós

Código: 6526

Denunciantes: José Francisco Herrera Zúñiga 

Fecha de Ingreso: 06 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 11

4. Expediente Nº 715-06

Denunciado: Lic. Carlos Villalobos

Código: 

Denunciante: Grace Villalta Guth

Fecha de Ingreso: 06 de diciembre del 2006 

Folios: 2

Copias: 241

5. Expediente Nº 716-06

Denunciado: Lic.  Lilliam Barrantes Sáenz
Código: 9316

Denunciante: Maria Teresa Horrach

Fecha de Ingreso: 04 de diciembre del 2006 

Folios: 3

Copias: 7

6. Expediente Nº 717-06

Denunciado: Lic.  Saúl Mauricio González Vargas 

Código: 12028

Denunciante: De Oficio, Juzgado Contrav. De Garabito 

Fecha de Ingreso: 05 de diciembre del 2006 

Folios: 5

Copias: -

7. Expediente Nº 718-06

Denunciado: Lic. Heberto José Noguera González

Código: 8007

Denunciante: Sandra Reyes Concepción 

Fecha de Ingreso: 04 de diciembre del 2006 

Folios: 4

Copias: 1

8. Expediente Nº 719-06

Denunciado: Lic. Leyman Muñoz Aguirre

Código: 8680

Denunciante: Ricardo Ruiz Solís

Fecha de Ingreso: 04 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 3

9. Expediente Nº 720-06

Denunciado: Lic.  And Allah Hasbun Blanco  

Código: 10741

Denunciante: De oficio, Juzgado Penal I Circ., jud. De S. J

Fecha de Ingreso: 28 de noviembre del 2006 

Folios: 1

Copias: -

10. Expediente Nº 721-06

Denunciado: Lic. José Luís Ocampo Rojas 

Código: 5247

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal I Circ. Jud. De S. J 

Fecha de Ingreso: 04 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 6

11. Expediente Nº 722-06

Denunciado: Lic. Anselmo Solano Vargas

Código: 5579

Denunciante: Maria Eugenia Vargas Solano 

Fecha de Ingreso: 03 de noviembre del 2006

Folios: 2

Copias: 18

12. Expediente Nº 723-06

Denunciado: Lic. Alejandro Montero Vargas 

Código: 13643

Denunciante: Jeffrey Kevin Saragosey

Fecha de Ingreso: 30 de noviembre del 2006 

Folios: 3

Copias: 1

13. Expediente Nº 724-06

Denunciado: Lic. Carlos Alberto Arguedas Arias

Código: 15534

Denunciante: Francisco José García López  

Fecha de Ingreso: 30 de noviembre del 2006 

Folios: 3

Copias: 53

14. Expediente Nº 725-06

Denunciada: Licda. Patricia Hidalgo Somarribas

Código: 3113

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal I Circ. Jud. De S. J

Fecha de Ingreso: 30 de noviembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 5

15. Expediente Nº 726-06

Denunciada: Licda. Marlene Abarca Barrantes 

Código: 3077

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal II Circ. Jud. De S. J

Fecha de Ingreso: 30 de noviembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 8

16. Expediente Nº 727-06

Denunciado: Lic. Rafael Ángel Ugalde Quirós

Código: 12557 

Denunciante: Juan Rafael Campos Chaves

Fecha de Ingreso: 08 de diciembre del 2006 

Folios: 3

Copias: 16

17. Expediente Nº 728-06

Denunciados: Lic. José Rodrigo Alcázar Hernández

Código: 8458

             Licda. Maria del Milagro Solórzano León

Código: 12554 

Denunciante: Eduardo Pérez Campos

Fecha de Ingreso: 07 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 5

18. Expediente Nº 729-06

Denunciado: Lic. Diego Sáenz Mederas

Código: 12306

Denunciado: De Oficio, Juzgado Penal II Circ. Jud. De S. J

Fecha de Ingreso: 7 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: -

19. Expediente Nº 730-06

Denunciado: Lic. Rafael Calderón Pacheco

Código: 7430

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal I Circ. Jud. De S. J

Fecha de Ingreso: 07 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 5

20. Expediente Nº 731-06

Denunciado: Lic. Jorge Luís Ruiz Bonilla

Código: 5431

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal I Circ. Jud. De S. J

Fecha de Ingreso: 07 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 10

21. Expediente Nº 732-06

Denunciados: Lic. Arnoldo Chryssopoulos Morua

Código: 1758

             Lic. Gerardo Machado Ramírez

Código: 1907

Denunciante: Karla Murillo Li

Fecha de Ingreso: 11 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 5 

22. Expediente Nº 733-06

Denunciada: Licda. Magally Mattus Gutiérrez

Código: 11726

Denunciante: Maria Martha Agüero Barboza

Fecha de Ingreso: 11 de diciembre del 2006 

Folios: 2

Copias: 29

23. Expediente Nº 734-06

Denunciado: Lic. Jorge Logan Portugués

Código: 3788

Denunciante: De Oficio, Juzgado penal de Bribri

Fecha de Ingreso: 08 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 9

24. Expediente Nº 735-06

Denunciado: Lic. Gabriela Alejandre Sáenz

Código: 9448

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal de Bribri

Fecha de Ingreso: 08 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 10

25. Expediente Nº 736-06

Denunciado: Lic. José Fernando León Artavia

Código:  12824
Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal de Bribri

Fecha de Ingreso: 08 de diciembre del 2006 

Folios: 1

Copias: 12



	


SIN MAS ASUNTOS QUE TRATAR AL SER LAS DIECINUEVE HORAS TREINTA MINUTOS SE LEVANTA LA SESIÓN.

	_____________________________

Lic. Marco Castro Alvarado 

Presidente
	_______________________________

Lic. Ramiro Salvador Arauz Montero 
Prosecretario
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